PROYECTO DE COMUNICACIÓN


La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe, solicita al Poder Ejecutivo Provincial, que deje sin efecto la creación de una Policía de Niños, Niñas y Adolescentes en la Provincia de Santa Fe.

FUNDAMENTOS

Sr. Presidente:


Asistimos azorados a la decisión del Gobierno Provincial de impulsar la constitución de una Policía de Niños, Niñas y Adolescentes, que fue anunciada por la Jefa de la Fuerza, la señora Leyla Perazzo, y respaldada por el Ministro de Gobierno, Roberto Rosúa.


Este proyecto, concebido desde una vocación autoritaria y procesista, de la que hay pocos antecedentes recientes, fue descripto por el Director de Menores en Conflicto con la Ley Penal, Sergio Druetta, como un “giro en la política que lleva adelante la dirección”. Por si fuera poco, Druetta desde una concepción al menos retrógrada señaló que “no hay una ecuación directa entre pobreza y delincuencia, sino que tiene que ver con una sociedad consumista, ya que esos jóvenes que delinquen no tienen acceso a lo que desean consumir”. 


Este señor, justificó su posición, en las cifras que indicó señalan, que en el último año creció "notoriamente" la cifra de menores que se inician en el delito. 


La infancia y la adolescencia son identificables con la vida como iniciación. La infancia es nacimiento y epifanía. El filósofo italiano Giorgio Agamben explica bien como los griegos no tenían una sola palabra sino dos para denotar la vida. Por un lado estaba la zoé que expresaba la vida pura, el simple hecho de vivir, la nuda vita (vida desnuda) como vida fuerza o vida biológica y por otro lado el bios, la vida relacional que implica el lenguaje, la política y la ciudadanía. En el caso de la infancia uno podría resumir la zoé en sobrevivencia y el bíos en la ciudadanía y la política.


Como todo campo de análisis, el de la infancia está compuesto por enfoques, reflexiones, estudios y conceptos; por una práctica que incluye un conjunto de acciones, programas y políticas y finalmente, por una amplia gama de actores intervinientes. Aún siendo un campo que uno podría presumir “definido”, es propenso a ambigüedades o “errores”, que ocultan relaciones sociales de dominación, y conceptos autoritarios, lo que conduce a imprecisiones o errores de abordaje, como este proyecto de Policía de Niños, que intenta llevar adelante el Gobierno Provincial, en el marco de prácticas y conceptos que uno podría afirmar que no son “inocentes”. Esta aseveración tiene aún más fuerza dada la expansiva difusión mediática y la “preocupación” pública que el tema de la infancia cubre en la industria cultural. 


Estas prácticas discursivas, de pretender actuar en defensa de los niños, condenándolos al encierro y al sometimiento, son muchas veces mal intencionadas, distorsionadas y manipulatorias, y se han constituido en un orden “natural” en donde los factores de poder conocen que es en el “tiempo” de la infancia donde se inicia el proceso constructivo de su situación de dominio y en donde el ocultamiento de la relación de dominio se hace más evanescente. Se cumple en este campo como quizás en ningún otro, aquel primado que establece que una relación de dominación para ser efectiva debe permanecer oculta. 


Entonces podemos afirmar, que se ejerce sobre la infancia una estrategia de dominación, compuesta de tácticas, subterfugios, tergiversaciones conceptuales, manipulaciones y dispositivos que se aplican para lograr en el caso de la infancia y la adolescencia, a través de proyectos como esta Policía de Niños, sujetos obedientes, sumisos y ordenados.


Esta Policía de Niños, Niñas y Adolescentes, se enmarca en la metáfora tradicional del castigo definitivo que aguarda a la infancia si no se siguen las normas aceptadas. La vida puede ser dada y puede ser quitada y el “obedece” forma parte de la ley desde la infancia temprana. 


A su vez, la Policía de Niños, Niñas y Adolescentes, puede ser tomada como la simbolización del orden disciplinario que representa la instancia final máxima de crueldad mostrada a los niños como “mejora de su situación de reclusión”. El mensaje se naturaliza pues el gobierno lo ve como “una buena idea”, y la sociedad civil parece no captar el mensaje implícito de la “ley” que les espera a sus hijos. El instrumento se ofrece a la comunidad, con toda su “inocencia”.


Como bien lo ha expresado Michel Foucault, en “VIGILAR Y CASTIGAR”, “…se trata de reincorporar las técnicas punitivas, bien se apoderen del cuerpo en el ritual de los suplicios, bien se dirijan al alma, a la historia de ese cuerpo político…”. Y el filósofo francés sugería que las prácticas penales sean consideradas menos como una consecuencia de la teorías jurídicas que como un capítulo de la anatomía de la política. 


Sin embargo el concepto de la compasión con la niñez termina, en proyectos como el que cuestionamos aquí, cuando el niño/a entra en “conflicto con la ley”. Allí es donde naufraga este enfoque ya que “convierte” la compasión en feroz represión: el poder termina impiadosamente imponiéndose a los que no tienen poder. El despotismo se hace explícito pues el “niño-amenaza” debe ser sometido y a estos efectos, considerado “adulto”. En el momento de la “internación”, que coincide con la abolición efectiva de su voz y su libertad como sujeto, es cuando se hace efectiva “la verdadera” responsabilidad de una subjetividad que ahora se considera “autónoma y plenamente responsable”. La relación se “invierte”, el niño/a pasa de “protegido”, a ser responsable y los “protectores” se convierten así en la fuente de la desprotección más inhumana, en nombre del “bien común”. 


La soberanía de esta relación de dominio termina finalmente expresándose en el poder de policía. No sólo en la institución policial, ni en Proyectos repudiables como el que nos ocupa, sino también en los mecanismos de control y de poder que aseguran el “disciplinamiento” de la infancia y la adolescencia. Los niños/as y adolescentes terminan conformando lo que Robert Castel denomina “clases peligrosas”. De este modo, puede percibirse respecto a la infancia y la adolescencia, un paulatino deslizamiento de un Estado Social a un Estado de la Seguridad, en donde se proclama sin eufemismos “tolerancia cero”, sin explicar ni intentar abordar los motivos que originan este comportamiento, e increíblemente Santa Fe adhiere a este concepto con Proyectos como el que se pretende implementar.


Una provincia como la nuestra, que no ha avanzado en una legislación de Protección Integral de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes, se preocupa sin embargo por las condiciones de su “reclusión”, más que por las condiciones de su “educación”. En la provincia de Santa Fe, rige desde 1997 el Código Procesal de menores (ley 11452/96). Según este Código está pautado el tratamiento que reciben las personas menores de edad en toda la esfera del Patronato (Ministerio Público, Justicia y organismo técnico administrativo). Sin abundar en detalles respecto a este Código, basta decir que si bien en su letra memora recomendaciones en torno a la infancia, en la práctica, muchos de los institutos que prevé (como la mediación y la conciliación) no se han implementado.


Para tener una aproximación a la dimensión de la privación de libertad de niños, adolescentes y jóvenes en la provincia de Santa Fe, recurrimos a variadas gestiones y consultas a distintas fuentes.


En primer lugar, se trata de conocer el despliegue de la agencia policial, esto es la rutina operacional de la policía en cuanto a aprehensiones y detenciones de niños y adolescentes y los motivos que subyacen a esas detenciones. Esta aproximación nos orienta sobre el primer eslabón en los dispositivos de control social sobre la infancia y adolescencia. Luego, estas aprehensiones sufren redefiniciones al pasar por la vía judicial, instancia que al tomar intervención, resuelve el destino de la población aprehendida en términos de reintegro a sus familias, o derivación a alguna otra instancia institucional o programa de tratamiento. Aquí, para conocer la magnitud de aquellos que permanecen dentro del circuito institucional, vale la consulta a los registros que obran en los organismos técnicos-administrativos, que dependen del poder ejecutivo, esto es, la Dirección de Menores en conflicto con la ley penal, y la Dirección de Minoridad y Familia. Estas dependencias concentran los escasos y pobrísimos recursos institucionales oficiales. 


Las estadísticas de detenciones en virtud de la comisión de delitos, nos indican una proyección anual que estaría dando cuenta de un total de 9.928 niños y adolescentes detenidos en nuestra provincia por la Policía de Santa Fe. Esta cifra es muy alta si se la compara con la provincia de Buenos Aires, jurisdicción en la cual según lo informado por el Centro de operaciones policiales, las detenciones de menores de 18 años ha sido del orden de las 15.000 en los últimos años, pero la población menor de 18 años cuadriplica la registrada en la provincia de Santa Fe.


La política del Estado Provincial ha sido ninguna ante esta situación, y ante la deserción de responsabilidad pública, solo se pretende ahora una Policía de Niños, en lugar de una Ley de Protección de los Derechos de los Niños.


Es dable observar la dimensión del problema de la niñez judicializada en nuestra provincia. Así, la masa total de expedientes que manejan los juzgados de menores de las circunscripciones judiciales de Santa Fe, Rosario, Venado Tuerto, Rafaela y Reconquista, es de 27.500 expedientes, aproximadamente, entre los cuales se hayan todos aquellos procedentes de la Secretaría Social, a los cuales, en virtud de razones tutelares, no se los puede archivar.


La cantidad de sentencias y resoluciones que produjeron los juzgados de menores de la Provincia de Santa Fe para el año 2004 fue del orden de las 14.000 sentencias y resoluciones, la mayoría de índole penal, 61,48%, y 38,51% por la Secretaria Civil.


Es hora de que Santa Fe considere como la principal fuente legitimadora de la protección de la infancia a la Convención Internacional de los Derechos del Niño (CIDN). Este es el instrumento político y jurídico más importante que regula la relación del Estado con el campo de la infancia y la adolescencia. Ha sido llamado “la primera” ley de la Humanidad ya que es el tratado internacional que más ratificaciones ha tenido a lo largo de la historia, y su relevancia pedagógica ha sido y es fundamental, del mismo modo, que su importancia política, jurídica y programática es incuestionable.


La CIDN corresponde a un momento del desarrollo de la categoría infancia en donde su objetivo es constituir al “niño” como “sujeto de derechos”, y no como “objeto de caridad”, o como “sujeto penalmente responsable”. Los derechos definidos en la CIDN deben ser considerados como derechos “sociales” en el sentido que corresponden al ámbito de lo público y al de una categoría social. Son derechos que una generación busca fundar en una nueva generación emergente como parte de un proceso emancipatorio. En este sentido, los derechos de la infancia y la adolescencia se corresponden con una responsabilidad de los adultos, que no pueden considerarlos “sujetos pasibles de acción policial”, antes que “sujetos de derechos de reclamo privilegiado”.


Es necesario y pertinente, señor presidente, traer como ejemplo el tema referido al debate sobre la bajar de la edad de la imputabilidad de los “menores” que ha suscitado importantes y significativas discusiones en casi todos los países. Como lo afirmamos anteriormente la vinculación infancia-adolescencia-seguridad de los adultos ha tenido primacía en el debate por sobre la vinculación infancia-adolescencia-desarrollo, en lo que constituye otra prueba contundente de cómo opera el poder beneficiario de este estado de injusticia social, con respecto a la represión de las nuevas generaciones. La imagen del “niño delincuente” generalmente y dolorosamente, prima por sobre la del “niño/a futuro” o niño/a esperanza”.


Estas observaciones llevan a plantear en este campo el “estado de excepción” una de las categorías más profundas y originales formuladas por Giorgio Agamben, y esta ambigüedad deja una zona vacía entre el derecho y la vida, introduciendo en el caso del derecho positivo referido a la infancia, la posibilidad de la crueldad respecto a niños, niñas y adolescentes, situación que se preanuncia en la preocupación por constituir la Policía de los Niños, antes que garantizar institucional y legalmente los derechos de los niños.


En el estado de excepción, el orden de las cosas aparece vinculado al concepto de guerra. La oposición “dentro y fuera” del derecho que está implícita en las teorías del estado de excepción invalida lo que precisamente pretende explicar. En otras palabras, “si lo propio del estado de excepción es una suspensión total o parcial del tratamiento de los niños como tales, cómo puede tal suspensión estar comprendida en el orden legal que se pretende proteger ilegalmente”.


Complementariamente al punto anterior, e incorporando más elementos que descalifican este proyecto, no podemos dejar de referirnos a un enfoque reciente que coloca los derechos del niño/a y adolescente como punto prioritario en la agenda por el cumplimiento de los derechos humanos. Más precisamente, en el contexto de los derechos económicos y sociales, se supone que la infancia debe ser un punto central en la lucha contra la pobreza y que por lo tanto, una estrategia que intente superar la misma debe comenzar por hacer efectivos los derechos de los niños y niñas. Los derechos humanos serían como un código moral que debería cumplirse primeramente con las jóvenes generaciones, y no preocuparse por como los “reeducamos” recluidos.


Deseo aclarar señor presidente, que no participamos del análisis que resalta una dualidad maniquea entre sociedad civil “buena” y estado “despótico y corrupto”. Como resultado de esos enfoques y de las políticas de “fortalecimiento” de la sociedad civil en la Argentina de los 90, y de las políticas menemistas de desprestigio de lo público y de “empowerment” de las comunidades contra el Estado y la política, resultó un pavoroso y largamente documentado proceso de desmantelamiento de la institucionalidad pública acompañado de una privatización de servicios y de una flexibilización laboral que conllevó mayor desempleo y precariedad laboral, como la que hoy padecemos.


Sin capacidad de autorepresentarse, la defensa de los derechos de la infancia y la adolescencia queda en manos de los adultos. Se nos presenta así un problema no menor en esta representación “sin mandato”, ya que se produce un fenómeno donde los adultos, las autoridades, los organismos de la sociedad civil y el mercado toman decisiones en nombre de la infancia y la adolescencia haciendo “suponer” una representación ni delegada ni demostrable, que actúa en “su bien”.


Nos merecemos reflexionar y desenmascarar el discurso distorsivo y opresor que en su “candidez” solapada tiene un potencial demostradamente efectivo para captar incautos que creyendo trabajar por los niños/as y adolescentes terminan legitimando una relación de dominación de una crueldad feroz.


El problema de la niñez en indefensión es un problema grave en Santa Fe, tanto como las consecuencias de comportamiento que esta situación genera en Niños, Niñas, y Adolescentes vulnerables, por lo que no puede tolerarse una instancia policíaca de su tratamiento, a partir de lo cual solicitamos de nuestros pares, el acompañamiento del presente proyecto de comunicación.


Por lo expuesto, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.
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